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ARGENTINA Y LA GUERRA ENTRE JUECES Y GOBIERNO

Marcelo Alegre1

Resumen
Desde su primera presidencia, que comenzó en 2007, el gobierno de Cristina 
Fernández de Kirchner se ha caracterizado por mantener una dura pelea con 
sectores de la Justicia, incluyendo, sobre todo a partir del mandato iniciado 
en 2011, a la Corte Suprema de Justicia. Además de describir algunos hitos 
en esta disputa, la enmarcaré en el doble contexto del hiperpresidencialismo 
argentino y del populismo antiliberal. Arriesgaré algunos horizontes posibles 
y esbozaré unas pocas sugerencias para mejorar el funcionamiento de la Jus-
ticia en Argentina.

1. El hiperpresidencialismo argentino

El enfrentamiento entre el gobierno y la justicia en Argentina no constituye 
una excepción en la actualidad. Según Samuel Issacharoff2, es un rasgo muy 
generalizado de las democracias modernas que exista una tensión, más o me-
nos permanente, entre los poderes ejecutivos y las altas cortes de Justicia, 
que en las últimas décadas han venido desplazando a los parlamentos como 
los órganos que presentan las mayores resistencias a los jefes de estado y de 
gobierno.

Pero en el caso argentino hay varios elementos que refuerzan esta con-
frontación. Por un lado, el conflicto entre el Poder Judicial y el gobierno debe 

1	 Profesor Titular de Derecho y Filosofía, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos Aires.

2	 Samuel Issacharoff, Fragile Democracies, (Cambridge University Press), 2015.
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enmarcarse en el contexto de un sistema hiperpresidencialista, tal como fuera 
definido por Carlos Nino, y por otro lado, en relación a un proyecto político 
de rasgos antirrepublicanos o populistas. Esto significa que, a los rasgos con-
centradores del poder de nuestro sistema institucional, se suma la convicción 
entusiasta del oficialismo en los liderazgos hegemónicos, los que incluyen la 
noción de la unidad del poder democrático.

Respecto del presidencialismo argentino, uno de los objetivos de la refor-
ma constitucional de 1994 fue el de atenuar sus rasgos más exagerados. En 
teoría se supone que el  presidencialismo argentino tiene similitudes con el 
norteamericano3, pero hay muchas limitaciones al poder presidencial en Esta-
dos Unidos que están ausentes en nuestro país, entre las que se destacan; un 
federalismo genuino, los poderes del Congreso en punto a los nombramien-
tos en el gabinete presidencial, un poder judicial poderoso e independiente 
y un sistema de medios más desarrollado. El resultado en Argentina, es la 
consolidación de un poder presidencial de tintes imperiales, alejado de todo 
control, que no comparece a conferencias de prensa, ni dialoga con la oposi-
ción, ni acepta matices o contradicción alguna.

2. El populismo

El segundo factor que agrava los males del hiperpresidencialismo es el popu-
lismo. A grandes rasgos, el populismo se caracteriza por un apego a políticas 
de corto plazo en perjuicio de reformas más profundas y de largo aliento, y 
por la noción de la unidad del poder, según la cual el gobierno expresa los 
intereses de la nación y del pueblo, por lo que todo límite a ese poder es an-
tidemocrático, antipopular y contrario a los intereses nacionales. La unidad 
del poder se traduce en la búsqueda intencionada de una alta polarización, a 
partir de un relato simplificador que divide al país en dos bloques: el bloque 
popular y nacional, que defiende los intereses de las “mayorías populares” y 
de “la patria”, y por otro lado, el de los voceros de los “intereses económicos 
antipopulares”.

La convergencia entre el presidencialismo latinoamericano y el populismo, 
es letal para la separación de poderes y el respeto a las normas republicanas. 
El partido de gobierno opera como un aparato disciplinador del Congreso, 

3	 Carlos Nino, Fundamentos de Derecho Constitucional, (Astrea), 1992.
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las provincias renuncian a toda autonomía para poder sobrevivir gracias a los 
aportes discrecionales del poder central, y la oposición languidece frente a un 
gobierno que dispone de fondos sin límites para aturdir a la opinión pública 
con su propaganda fascistoide y hundir a los disidentes de la prensa y la polí-
tica, mediante campañas inescrupulosas de desprestigio a través de la red de 
medios oficiales y paraoficiales.

3. La reforma constitucional de 1994

Es discutible que el resultado de la reforma constitucional de 1994 haya sido 
aceptable en términos de la atenuación del poder presidencial, aunque pue-
den señalarse algunos avances innegables, como la eliminación de la jefatura 
de la Capital en manos del Presidente, estableciendo la elección directa del 
Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Eso se ha traducido, por ejem-
plo, en que Menem fuera sucedido por Fernando de la Rúa, Jefe de Gobierno 
de la Ciudad, y hoy el candidato opositor con más chances, o Mauricio Macri 
en la actualidad en ese cargo, haya sido bastante crítico al gobierno liderado 
por Cristina Kirchner.

Otras reformas a la Constitución tuvieron un alcance más limitado. La re-
gulación de varias prácticas que colocaban en tensión la división de poderes, 
expresadas en reformas como el veto parcial, el dictado de decretos de necesi-
dad y urgencia, o la legislación delegada al ejecutivo, han arrojado resultados 
poco auspiciosos. La falta de acuerdos sobre estos temas llevó a una solución 
de compromiso, que consistió en diferir la regulación detallada de las leyes 
posteriores a la reforma. En consecuencia, estas leyes terminaron legitiman-
do las visiones más cesaristas del poder y desvirtuando las motivaciones ate-
nuadoras del presidencialismo que animaban a la reforma.

Sin embargo en el ámbito de la Justicia la reforma produjo avances claros. 
Se estableció que los miembros de la Corte deberían recibir el acuerdo de 
los dos tercios de los senadores para ser elegidos, lo que obliga a impulsar 
candidatos que generen amplio consenso. También se creó un Consejo de la 
Magistratura, que selecciona a los candidatos por medio de concursos abier-
tos y propone al ejecutivo ternas vinculantes. Existe cierto acuerdo en que este 
sistema mejoró la calidad de los nombramientos judiciales.

Por lo tanto, en la confrontación actual entre los jueces y el gobierno vemos 
en acción dos tendencias opuestas: la que promueve una mayor independencia 
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judicial (fortalecida por la reforma del 94) y la tendencia opuesta, que tiende 
a fortalecer la concentración de poder en el ejecutivo, en sinergia con una 
concepción ideológica que celebra esa concentración, como parte de los re-
querimientos institucionales del populismo.

4. El hiperpresidencialismo populista en acción. El caso Argentino

La confrontación entre gobierno y jueces, como rasgo general de las democra-
cias constitucionales, adquiere ribetes extremos en el caso de las democracias 
populistas latinoamericanas. Los gobiernos de este signo buscan debilitar to-
dos los controles institucionales que operen como contrapeso del oficialismo. 
La consiguiente ausencia de controles exacerba los desbordes, los episodios 
de corrupción y la violación de derechos humanos. Los pocos jueces que se 
animan a enfrentar a los gobiernos populistas son hostigados, perseguidos, y 
en algunos casos, sometidos a procesos farsescos. El ataque a las instituciones 
de control del poder no se detiene por la legislación internacional y eso explica 
la tensión permanente entre los gobiernos populistas de América Latina y el 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos.

En Argentina, los intentos de avanzar para conseguir una mayor indepen-
dencia de los jueces, no respondieron a una propuesta discutida en la cam-
paña electoral, sino que son un resultado de la guerra del gobierno contra el 
grupo de medios Clarín. Buena parte de las medidas más impactantes del 
gobierno kirchnerista de los últimos tiempos, son tácticas para debilitar a este 
grupo de medios, que fue muy favorable al gobierno en los primeros años, 
pero que se distanció fuertemente durante el conflicto, de 2008, con los pro-
ductores rurales, ocasionado por el nivel de las retenciones a las exportaciones 
agropecuarias.

El gobierno promovió una Ley de Medios, que tenía entre sus objetivos 
dividir al Grupo Clarín; estableció el acceso gratuito a las transmisiones te-
levisivas de fútbol (“Fútbol para todos”), en perjuicio de la empresa Torneos 
y Competencias (controlada por Clarín); promovió investigaciones dirigidas 
a intervenir la empresa Papel Prensa (uno de cuyos grupos controladores es 
Clarín) y también una investigación sobre la supuesta apropiación de niños 
desaparecidos por parte de la dueña de Clarín, Ernestina de Noble, de la que 
surgió su inocencia frente a los graves cargos imputados. También intentó in-
fructuosamente disolver la empresa de internet Fibertel, propiedad de Clarín, 
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entre otras medidas de hostigamiento. Frente a diversas decisiones judiciales 
adversas a la Ley de Medios, el gobierno contraatacó con una serie de leyes 
tendientes, supuestamente, a “democratizar la justicia”. Estas leyes incluían 
una limitación de las medidas cautelares, y un sistema de elección popular de 
los representantes de los jueces en el Consejo de la Magistratura. De acuerdo 
con estas leyes, los jueces debían presentar sus candidaturas junto a los par-
tidos políticos. La Corte declaró la inconstitucionalidad de estas leyes, lo que 
llevó al gobierno a redoblar sus presiones y ataques.

A lo largo de estos años, la sociedad ha sido testigo de inéditas agresiones 
públicas a la Justicia. Por ejemplo, el Jefe de Gabinete de Ministros, Juan Abal 
Medina, calificó en 2012, a la Sala de Apelaciones que falló a favor de Cla-
rín, como “Cámara de mierda”4. Hebe de Bonafini, dirigente muy cercana al 
gobierno, calificó a los jueces de la Corte como “turros que cobran plata por 
fallar”5. En un acto, en 2013, de la organización de magistrados kirchneristas 
Justicia Legítima  se montó una parodia en la que se ridiculizaba al juez Fayt, 
quien aparecía caracterizado babeando y con andador6.

La tensión entre jueces y gobierno se acentuó, aún más, a principios de este 
año con la presentación por parte del Fiscal Alberto Nisman de una denuncia 
contra la Presidenta, el canciller y otras personas por encubrir, supuestamen-
te, a los acusados iraníes por el atentado terrorista a la Asociación Mutual Is-
raelita Argentina (AMIA), en julio de 1994. Un día antes de comparecer ante 
el Congreso a informar sobre su denuncia, el Fiscal apareció muerto con una 
bala en la cabeza. A un mes de su muerte y en respuesta a una convocatoria 
de fiscales, en general no simpatizantes con el gobierno, miles de personas 
marcharon en silencio en homenaje a Nisman. El gobierno respondió con 
mucha dureza frente a la denuncia, y exacerbó sus ataques al Fiscal luego de 
su muerte, que la Presidenta calificó como un homicidio. Hasta ahora, no 
existe una información oficial sobre las causas de su violento fallecimiento.

Un nuevo capítulo en este enfrentamiento fue el frustrado intento de de-
signar a un joven abogado kirchnerista de 33 años, Roberto Carlés, como re-
emplazo del juez Eugenio Zaffaroni. Esta propuesta se encuentra “congelada” 
luego que resultara evidente que el oficialismo no alcanzaría los dos tercios 
necesarios para su nombramiento.

4	 Lanación.com.ar, Abal Medina calificó como “cámara de mierda” a la sala que falló a favor de Clarín, 17 
de diciembre de 2012.

5	 Clarin.com, Otro fuerte exabrupto de Bonafini contra la Justicia, 21 de enero de 2014.

6	 Clarin.com, Burlas contra la Corte en la marcha de “Justicia Legítima”, 26 de junio de 2013. 
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En los últimos meses han recrudecido las presiones del gobierno para for-
zar el alejamiento del Juez Fayt (actualmente de 97 años). La Comisión de 
Juicio Político de la Cámara de Diputados, sin que medie denuncia alguna, 
pretende intentar obligar a Fayt a someterse a un examen psico-físico, manio-
bra que la oposición ha rechazado por ser ilegal y “de corte estalinista”.

5. La amenaza de un “golpe blando” contra el Poder Judicial

Frente a la no aprobación de Roberto Carlés para ocupar el puesto que dejó 
Eugenio Zaffaroni en la Corte Suprema y la persistencia de Fayt en no renun-
ciar, partidarios del gobierno favorecen el dictado de una ley de ampliación de 
los miembros de la Corte, recurso utilizado en 1990 por Carlos Menem, que 
condujo a una década oscura de fallos retrógrados, cesaristas, y anti-liberales. 
El kirchnerismo puede jactarse de haber designado miembros respetados en 
el Tribunal y de haber reducido su número primero a 7 y luego a 5. Retomar 
la táctica menemista de ampliar la Corte sería una contradicción evidente con 
el relato oficial.

Hoy el gobierno podría aprobar la ampliación (ya que no requiere mayoría 
agravada), pero no podría llenar las nuevas vacantes por no reunir los dos ter-
cios de los votos en el Senado (situación que podría modificarse si unos pocos 
senadores cambian de posición). En consecuencia, tanto la renuncia de Fayt 
(o su eventual deceso si consideramos su avanzada edad), como la ampliación 
de sus miembros, conducirían a la parálisis de la Corte, que ya no podría se-
guir sesionando por falta de quórum.

6. Futuros posibles

En el futuro inmediato, las próximas elecciones pueden poner fin a la con-
frontación actual, en un sentido u otro. Una lección que deja la experiencia 
comparada es que las Cortes Constitucionales no pueden resistir los emba-
tes del poder político indefinidamente. Un triunfo electoral del oficialismo 
le daría, más temprano que tarde, el premio mayor, es decir, el control del 
poder judicial. Una derrota del oficialismo, por el contrario, podría prolon-
gar un tiempo más la frágil vida de la desordenada democracia constitucio-
nal argentina. 
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En una perspectiva de largo plazo, deberíamos preguntarnos (más allá 
de las consignas populistas como la de la “democratización” del poder judi-
cial, que hasta aquí solo encubrían reformas antidemocráticas) qué justicia 
requiere la democracia. Si estamos de acuerdo en que la Corte fue el único 
poder que puso límites frente a un gobierno que iba “por todo”, entonces 
deberíamos pensar en mecanismos que refuercen y no debiliten la indepen-
dencia del Poder Judicial. La magistratura debiera acentuar la igualdad real de 
oportunidades para  la integración a ella, abriéndose a una participación más 
igualitaria de las mujeres y de postulantes provenientes de estratos sociales 
desaventajados. Privilegios inconstitucionales, como la exención para los ma-
gistrados en el pago del impuesto a las ganancias, debieran cesar de inmedia-
to. Del mismo modo, la influencia excesiva de los jueces en las Facultades de 
Derecho, no facilita el fortalecimiento de una academia jurídica autónoma, 
que es uno de los pilares del Estado de Derecho.

Pero ninguna reforma es más necesaria que un cambio en la cultura polí-
tica. El desafío de un futuro gobierno no populista consistirá en resolver dos 
ecuaciones complejas al mismo tiempo. Por una parte, se trata de respetar 
las reglas de una democracia constitucional, mostrando una actitud de buena 
fe institucional, sin hostigar a opositores y periodistas independientes, sin 
abusar de la propaganda oficial y sin identificar partido y gobierno. Por otra, 
en permitir a amplios sectores castigados económicamente el acceso a los 
beneficios del desarrollo. La mera puntillosidad republicana no alcanza para 
desarmar la bomba de tiempo del populismo. Es preciso mostrar a las am-
plias mayorías que una democracia liberal ofrece un marco favorable para 
la reducción de la desigualdad y la pobreza. De esta forma, se puede tener  
la esperanza de que la sociedad abrace a la república. Ese sería el obstáculo 
más formidable contra las tentaciones autoritarias que, a veces con ropajes 
de conservadurismo popular o progresistas, conspiran contra el progreso y el 
afianzamiento de una democracia moderna.


